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DIVISIÓN DE ASESORIA Y GESTION JURÍDICA

Al  contestar refiérase

al oficio No. 06258

15 de junio de 2007

DAGJ-0639-2007

Señor

Lic. Nelson Gamboa Guzmán

Director

COLEGIO TÉCNICO PROFESIONAL SANTA ROSA

DE POCOSOL

San Carlos

ALAJUELA

Telefax  477-70-12

Estimado señor:


Asunto:     Solicitud  de autorización para realizar trabajo extraordinario, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 17 de la Ley Nº 8422, Contra la Corrupción  y   el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública.


Nos referimos a su oficio del 8 de junio de 2007, recibido en esta Contraloría General el mismo día, mediante el cual solicita la autorización por parte de este órgano contralor  para que el señor Juan Gabriel Hernández Hidalgo, cédula de identidad 2-560-358, quien labora en el Colegio Técnico Profesional Santa Rosa de Pocosol de San Carlos, pueda llevar a cabo trabajo extraordinario, con el fin de prestar sus servicios para impartir cursos de Inglés, durante el año 2007, bajo la modalidad “INA Después de las Cuatro” sin superposición horaria, a favor de la Junta Administrativa del Colegio Técnico Profesional Santa Rosa de Pocosol de San Carlos. 


Indica que este tipo de contrato es muy representativo para la Institución, dado que al generar recursos económicos, les ha  permitido adquirir y renovar el equipo tecnológico de los laboratorios, comprar libros, construir y mantener la infraestructura.  Por otra parte y en coherencia con la calidad de los cursos que se imparten, se sienten satisfechos porque han contribuido, en un alto porcentaje, a la formación académica de la comunidad y a una capacitación gratuita de la misma. 


Adjunta con su solicitud una copia  del Contrato de Servicios de Capacitación y Formación Profesional suscrito entre el Instituto Nacional de Aprendizaje y la Junta Administrativa del Colegio Técnico Profesional Santa Rosa de Pocosol, Contrato Nº 8-2006 y aporta también una fotocopia del oficio Nº URHN-CS-152-07, sucrito por el señor Luis Barrientos Camacho, Director Regional Huetar Norte dirigida a los señores de la Junta Administrativa del Colegio Técnico Profesional de Santa Rosa de Pocosol sobre la invitación a participar en la Compra Directa Nº 261-CD-06-2007 para servicios de capacitación.

I. 
Criterio del Despacho

Como asunto de primer orden, se aclara que si bien expresamente  solicitan en su gestión nuestra autorización para realizar el “Levantamiento de la incompatibilidad”, como lo establece el artículo 19 de la Ley N° 8422, lo procedente es la de solicitar la autorización para realizar trabajo extraordinario,  de conformidad con lo indicado en el artículo 17 de la Ley No. 8422, pues la solicitud de levantamiento de incompatibilidad a que se refiere el artículo 19, consiste más bien en los supuestos en los cuales un funcionario que ostente alguno de los altos cargos públicos enumerados expresamente por el artículo 18, ocupe simultáneamente cargos en juntas directivas de empresas privadas, figure registralmente como representante o apoderado de empresas privadas, y/o participe en su capital accionario, personalmente o por medio de otra persona jurídica, cuando tales empresas presten servicios a instituciones o a empresas públicas o que, por la naturaleza de su actividad comercial, compitan con éstas últimas, o bien en el caso de que ocupe cargos directivos y gerenciales o posea la representación legal en relación con cualquier entidad privada, con fines de lucro o sin ellos, que reciba recursos económicos del Estado, y que por tanto encontrándose sujeto a uno de los casos de incompatibilidad previstos por la norma, estime que le aplica alguno de los supuestos en que procede el levantamiento de incompatibilidad. 

No obstante, en el caso de marras, nos encontramos frente a un supuesto distinto, consistente en un funcionario público que labora ordinariamente para el Ministerio de Educación, específicamente para el Colegio Técnico Profesional Santa Rosa de Pocosol de San Carlos y que a raíz de un convenio entre la Junta Administrativa del Colegio Técnico Profesional Santa Rosa de Pocosol y el INA, pasaría a impartir de manera temporal cursos de Inglés contratado para ello por dicha Junta y percibiendo a tales efectos una remuneración salarial. 
Así las cosas, y una vez efectuada dicha aclaración preliminar, debemos señalar que con el fin de llegar a una adecuada conclusión acerca de los asuntos planteados, conviene hacer un breve análisis sobre los alcances del artículo 17 de la Ley N° 8422 contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública.

Dispone en lo conducente, dicho numeral:  

“Artículo 17.  Ninguna persona podrá desempeñar, simultáneamente, en los órganos y las entidades de la Administración Pública, más de un cargo remunerado salarialmente. De esta disposición quedan a salvo los docentes de instituciones de educación superior, los músicos de la Orquesta Sinfónica Nacional y los de las bandas que pertenezcan a la Administración Pública, así como quienes presten los servicios que requieran la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias para atender emergencias nacionales así declaradas por el Poder Ejecutivo, el Tribunal Supremo de Elecciones, durante seis meses anteriores a la fecha de las elecciones nacionales y hasta tres meses después de verificadas, así como otras instituciones públicas, en casos similares, previa autorización de la Contraloría General de la República.  

Para que los funcionarios públicos realicen trabajos extraordinarios que no puedan calificarse como horas extras, se requerirá la aprobación previa de la Contraloría General de la República. La falta de aprobación impedirá el pago o la remuneración.  

/…/”

(el subrayado es nuestro).

La conducta prohibida por dicho artículo es entonces el desempeñar simultáneamente más de un cargo en los órganos y entidades de la Administración Pública, indicándose que la remuneración que se obtenga por el ejercicio de dicho cargo debe ser de índole salarial.  Es decir, ninguna persona podrá recibir más de un salario en razón del desempeño de cargos públicos, con las salvedades que el mismo artículo establece.
Asimismo, el artículo 1°, inciso 40) del Reglamento a dicha Ley, publicado en el Alcance N° 11 de La Gaceta N° 82 del 29 de abril del 2005, mediante Decreto Ejecutivo  N° 32222-MP-J, define el concepto de trabajo extraordinario en los siguientes términos: 

“Trabajo extraordinario: Se considerará trabajo extraordinario, la atención temporal y fuera de la jornada ordinaria, de un requerimiento o coyuntura muy particular motivado en circunstancias especiales del servicio público, diversas a las que se presentan normalmente, por parte de un funcionario a favor de la misma entidad u órgano para el que regularmente presta sus servicios, recibiendo como contraprestación salarial una remuneración diversa y ajena a la que recibe ordinariamente. La realización de este trabajo extraordinario, no implica asumir con una vocación de continuidad, permanencia o regularidad, otro cargo remunerado salarialmente ni una contratación de servicios profesionales”.  (El resaltado no corresponde al original).

II. Criterio del Despacho sobre la solicitud para realizar trabajo extraordinario

En concordancia con lo dispuesto en los artículos supracitados, conviene analizar, si las labores sobre las cuales versa la presente gestión encajan o no como trabajos extraordinarios.  En síntesis, al tenor de lo establecido en dicha Ley, y en su Reglamento, se derivan ciertas características para la configuración del trabajo extraordinario:

1. Es aplicable sólo a funcionarios públicos.

2. Debe estar motivado en circunstancias especiales del servicio público que tornen necesaria la prestación de servicios por parte de los funcionarios solicitantes.

3. Los trabajos a realizar deben responder a labores diversas a las que realiza ordinariamente el funcionario cuya atención debe ser temporal y fuera de la jornada ordinaria.

4. La prestación de servicios debe ser a favor de la misma entidad u órgano para el que regularmente presta sus servicios el funcionario solicitante.

5. Por el desempeño de las labores debe recibir como contraprestación salarial una remuneración diversa y ajena a la que recibe ordinariamente. 

De esa forma, para proceder a otorgar la autorización para realizar trabajo extraordinario, debemos verificar que las labores a realizar cumplan con los requisitos expuestos anteriormente. En ese entendido, tenemos que nos encontramos ante el caso de un funcionario público del Ministerio de Educación Pública al que la Junta Administrativa del Colegio Técnico Profesional Santa Rosa de Pocosol de San Carlos, desea contratar para impartir cursos de Inglés, fuera de la jornada ordinaria, de 6:00 p.m. a 9:30 p.m., durante el año 2007, lo cual responde a una circunstancia de naturaleza excepcional, pues no se trata de las actividades realizadas regularmente por dicho profesional en sus funciones ordinarias, sino de lo que se trata es de impartir dichos cursos,  a raíz de un contrato suscrito con el INA, para beneficiar a distintas personas de la comunidad.

Cabe señalar que los cursos se deberán impartir de forma temporal, según el plazo contratado con el INA y no de manera indefinida.
Ahora bien, como parte de los requisitos para que nos encontremos frente a la figura del trabajo extraordinario, dichas labores corresponde prestarlas a favor de la misma entidad u órgano para la que regularmente se prestan los servicios. De cara a la presente, sabemos que en sentido estricto, no se estarían prestando los servicios para el mismo órgano o ente, pues las Juntas Administrativas, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 1° del Reglamento General de Juntas de Educación y Juntas Administrativas, son delegaciones de las municipalidades y organismos auxiliares de la Administración Pública, con personalidad jurídica y patrimonio propio.

No obstante, es importante considerar la particular relación que existe entre dichas Juntas y el MEP, pues las mismas funcionan como organismos auxiliares de ese Ministerio, siendo que incluso están sujetas a las directrices y disposiciones emanadas de la autoridad competente de dicha cartera ministerial, según lo establece el artículo 3 del indicado Reglamento. 

En este sentido, cabe citar lo indicado por la Procuraduría General de la República en su dictamen No. C-386-2003 del 9 de diciembre de 2003, que en lo que interesa dispuso que:

“Recientemente, en el pronunciamiento C-206-2003 de 4 de julio del 2003,  reafirmamos que las Juntas de Educación y las Juntas Administrativas son "entidades" públicas –pues gozan de personalidad jurídica propia- que, a pesar de ser nombradas por lo Concejos Municipales (art. 12, inciso g) del Código Municipal), funcionan como organismos auxiliares del Ministerio de Educación Pública, en materia de política educativa y planeamiento de la enseñanza.” 

Así las cosas, resulta procedente conceder al funcionario indicado en su misiva, a saber: Juan Gabriel Hernández Hidalgo, cédula de identidad 2-560-358, la autorización para realizar las mencionadas labores de trabajo extraordinario. Reiteramos que esta autorización se concede bajo el entendido de que el mencionado profesor del MEP impartirá los cursos de Inglés, fuera de su jornada ordinaria, sin estar sujeto a los regímenes de prohibición o dedicación exclusiva y de forma temporal, sin vocación de continuidad, permanencia y regularidad, y recibiendo por ello el pago de un salario por parte de la Junta  Administrativa del Colegio Técnico Profesional Santa Rosa de Pocosol de San Carlos.

No omitimos manifestarle que en virtud de la escasa información aportada y por exceder del ámbito de la presente consulta, este órgano contralor se abstiene de entrar a valorar si ha habido o no una debida aplicación de las regulaciones establecidas tanto en la Ley de Contratación Administrativa como en su Reglamento, en lo que  respecta a la contratación de servicios de capacitación y formación profesional efectuada entre el INA y la respectiva Junta Administrativa, por lo que queda bajo la exclusiva responsabilidad de la Administración determinar que mediante dicha contratación no se hayan infringido las disposiciones y principios contemplados en dichos cuerpos normativos.

Interesa destacar finalmente, que la presente autorización se concede únicamente a los efectos de ejecutar el contrato suscrito entre la indicada Junta Administrativa y el INA a que se refiere esta gestión, sea para el período 2007,  por lo que cualquier futuro contrato o prórroga del mismo deberá ser nuevamente analizado por esta Contraloría General.

De la forma anterior, dejamos evacuada su gestión. 


Atentamente,

Lic. Manuel Martínez Sequeira


Licda. Ma. Gabriela Zúñiga Quesada

                     Gerente de División
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